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Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión de veinte de febrero de dos mil diecinueve.
Vo. Bo.

Ministro 
VISTOS, para resolver los autos del amparo en revisión 998/2018; y, 

RESULTANDO:
Cotejó:

PRIMERO. Hechos que dieron origen al presente asunto. De las constancias que integran el presente expediente, se advierte que los hechos relevantes del mismo son los siguientes:
La madrugada del treinta de junio de dos mil catorce, en la comunidad de San Pedro Limón, municipio de Tlatlaya, en el Estado de México, se suscitó un enfrentamiento armado entre un grupo de civiles y elementos militares, que culminó con la privación de la vida de veintidós personas; entre estas personas se encontraba una adolescente de quince años de edad.
Luego del enfrentamiento armado, personal del ejército mexicano aseguró el lugar donde se llevó a cabo la agresión, localizándose en el área a tres personas que aún se encontraban con vida, y quienes presuntamente habían sido privadas de su libertad por parte del crimen organizado; dentro de aquellas personas se encontró a la señora Clara Gómez González, madre de la adolescente que fue abatida y a la que se hizo mención en el párrafo anterior.

Con el fin de esclarecer los hechos ocurridos y determinar su situación jurídica, Clara Gómez González fue detenida en ese momento por elementos de la Secretaría de la Defensa Nacional; no obstante, fue dejada en libertad con posterioridad.
SEGUNDO. Investigación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y emisión de la recomendación correspondiente. Con motivo de los hechos anteriores, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos –en adelante CNDH– inició de oficio una investigación; por lo que integró el expediente CNDH/2/2014/5390/Q, y solicitó informes a diferentes instituciones vinculadas, a fin de documentar y recopilar información, testimonios, fotografías y demás evidencias posibles.
Una vez concluida la investigación, el veintiuno de octubre de dos mil catorce, la CNDH emitió la recomendación 51/2014, dirigida a la Secretaría de la Defensa Nacional –en adelante, SEDENA–, con diez puntos recomendatorios; a la Procuraduría General de la República –en lo sucesivo, PGR–, con cinco; y al gobierno del Estado de México, con ocho.
En la recomendación emitida, la CNDH determinó que en el enfrentamiento ocurrido la madrugada del treinta de junio de dos mil catorce, entre presuntos miembros de la delincuencia organizada y personal militar, de las veintidós muertes que se suscitaron, al menos quince personas fueron ejecutas de manera extrajudicial.
Asimismo, señaló que se acreditaron diversos hechos violatorios de derechos humanos, entre ellos, privaciones arbitrarias de la vida, privaciones ilegales de la libertad, uso indebido de la fuerza pública, tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes, así como que el lugar de los hechos fue alterado, moviéndose la posición de algunos cadáveres y colocando armas en los cuerpos sin vida de las víctimas.
Finalmente, la CNDH determinó que Clara Gómez González fue detenida arbitrariamente, sujeta a tratos inhumanos y degradantes por elementos de la Secretaría de la Defensa Nacional, así como por otros funcionarios de seguridad y procuración de justicia del orden federal y estatal, después de los enfrentamientos ocurridos entre civiles y los elementos militares; por lo que en ese mismo documento le fue reconocido el carácter de víctima
.
Cabe señalar que el trece enero de dos mil quince, mediante el comunicado de prensa CGCP/007/15, la CNDH determinó reclasificar el expediente del “caso Tlatlaya” como investigación de “violaciones graves” a derechos humanos
.
Aunado a lo anterior, el dos de julio de dos mil quince, la señora Gómez González solicitó, dentro del expediente CNDH/2/2014/5390/Q
, el establecimiento de ciertas medidas relativas a cesar toda orden militar encaminada a “abatir delincuentes”; en consecuencia, el seis de julio de dos mil quince, la CNDH emitió una serie de medidas dirigidas a la SEDENA, en relación con la solicitud de la víctima
.
TERCERO. Solicitud de acceso al expediente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Derivado de la solicitud de medidas, y de la respuestas otorgada por la CNDH, el trece de octubre de dos mil quince, la señora Clara Gómez González presentó un escrito ante la Oficialía de Partes de la CNDH, solicitando el acceso –tanto a ella como a sus representantes– íntegro al expediente CNDH/2/2014/5390/Q, en el que le fue reconocido el carácter de víctima
.
En respuesta a dicha solicitud, el veintisiete de octubre de ese mismo año, el Director General de la Segunda Visitaduría de la CNDH emitió el oficio V2/76039
, mediante el que informó a la víctima que la información que se encontraba a su disposición, y a la de sus representantes, debía consistir únicamente en las versiones públicas del expediente, reservándose la documentación a la que se le hubiera dado ese carácter y protegiéndose los datos personales del resto de las víctimas; al respecto, la CNDH señaló que no se desestimaba la calidad de víctima de la solicitante, sin embargo, precisó que en el expediente existía información que previamente había sido calificada como reservada por una autoridad diversa y, por tanto, sólo ésta podía desclasificarla.
CUARTO. Promoción del juicio de amparo, trámite y primera sentencia. Inconforme con la anterior determinación, la señora Clara Gómez González presentó una demanda de amparo indirecto en contra del oficio V2/76039, alegando en esencia, lo siguiente:

- La respuesta dada a su solicitud no se encontraba debidamente fundada y motivada.

- La CNDH realizó una interpretación restrictiva del derecho a la información, que se tradujo en la negación de acceso íntegro al expediente, no obstante que en éste se le haya reconocido la calidad de víctima, y con ello, se le debió de dar acceso íntegro a todas las constancias contenidas en el expediente, tanto en la etapa de investigación, la recomendación y el seguimiento al cumplimiento de la recomendación –lo que incluye las medidas cautelares que sean dictadas a las autoridades–.
- El reservar determinada información cuando se trate expedientes en los que se hayan investigado violaciones graves de derechos humanos resulta inconstitucional, pues la sociedad debe conocer los hechos y circunstancias de lo acontecido, con la finalidad de que el Estado rinda cuentas derivadas de su mandato y funciones, pues es éste quien debería fungir como garante de la seguridad pública, así como del respeto y protección de los derechos humanos; de ahí que la rendición de cuentas no sólo debe darse a las víctimas y familiares de éstas, sino a la sociedad en general.

- Conforme a lo establecido en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y los artículos 5 y 115 de la nueva Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública –publicada en el Diario Oficial de la Federación el nueve de mayo de dos mil dieciséis–, no puede invocarse el carácter de reservado a los expedientes en los que se investiguen violaciones graves a derechos humanos o delitos de lesa humanidad; y tal calificativa le fue otorgada al expediente CNDH/2/2014/5390/Q por la propia CNDH.
- La CNDH tiene un papel fundamental de garantizar que las víctimas de violaciones graves de derechos humanos tengan acceso a la verdad, y esto sólo puede materializarse en el derecho que ellas tienen para acceder a la información contenida en los expedientes de investigaciones a violaciones de tal naturaleza.

El asunto fue turnado al Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, quien lo registró con el número de expediente 360/2016
 y, mediante acuerdo de veintidós de febrero de dos mil dieciséis, admitió la demanda de amparo
. 
Al rendir su informe justificado, la CNDH remitió al Juez de Distrito una copia del diverso oficio V2/16352/16, de diecisiete de marzo de dos mil dieciséis, por el cual dejó sin efectos el oficio V2/76039, que fue señalado como acto reclamado en el juicio de amparo; en este documento, la CNDH dio una nueva contestación a la solicitud realizada por la señora Clara Gómez González el trece de octubre de dos mil quince, y señaló que si bien sólo se había autorizado el acceso a la quejosa y a sus representantes a una versión pública del expediente en el que le fue reconocido el carácter de víctima, esto se debía a que:
- Si bien conforme al artículo 115, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, no se puede clasificar como información reservada la contenida en los casos en que se investiguen violaciones graves a derechos humanos –como sucede en el caso concreto–; también es cierto que, conforme a lo establecido por el artículo 111 de esa misma ley, cuando un documento contenga partes o secciones confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender a una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública y, de acuerdo al diverso artículo 116, segundo párrafo, de ese ordenamiento, sólo podrán tener acceso a dicha información confidencial los titulares de la misma, sus representantes, y los servidores públicos facultados para ello.

De ahí que cuando una información pública verse sobre violaciones graves de derechos humanos, ésta no puede ser clasificada como reservada; sin embargo, si contiene datos confidenciales o partes y secciones de esta naturaleza, sí puede limitarse su libre acceso y sólo permitirse su consulta a través de una versión pública.
- En consecuencia, concluyó que ante la solicitud de una sola de las personas reconocidas con el carácter de víctimas, aun cuando el asunto haya sido clasificado como de investigación a violaciones graves de derechos humanos, lo conducente era que se limitase el acceso a la información y únicamente se otorgara una versión pública, a efecto de proteger el derecho de oposición del titular o de los titulares de la información, así como para preservar los datos personales y confidenciales de aquellos distintos a la solicitante. 
Mediante acuerdo de veinticinco de abril de dos mil dieciséis
, el Juez de Distrito requirió a la parte quejosa para que, dentro del plazo de quince días, manifestara si era de su interés ampliar la demanda de amparo respecto del oficio V2/16352/16, enviado por la CNDH. Por tanto, mediante escrito recibido el dos de mayo de ese año, la quejosa presentó una ampliación a su demanda inicial
, señalando como acto reclamado el oficio por el que se dejó sin efecto el diverso oficio que inicialmente se había destacado como reclamado
.
Una vez seguidos los trámites correspondientes, el doce de julio de dos mil dieciséis, el Juez de Distrito celebró la audiencia constitucional
 y dictó sentencia que terminó de engrosar el nueve de agosto de ese mismo año
, en la que determinó sobreseer en el juicio de amparo, al considerar que la ampliación de la demanda de amparo, en la que se señaló como acto reclamado el oficio V2/16352/16, fue presentada de forma extemporánea, por lo que el acto fue consentido de manera tácita.

QUINTO. Promoción del juicio de amparo, trámite y primera sentencia. Inconforme con el sobreseimiento decretado, la quejosa interpuso recurso de revisión; por lo que correspondió conocer de ese asunto al Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, registrando el expediente con el número de amparo en revisión 308/2016.
Por acuerdo de siete de noviembre de dos mil dieciséis, el Tribunal Colegiado al que correspondió conocer del asunto ordenó remitir el expediente, para el auxilio en el dictado de la sentencia correspondiente, al Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región. 

Dicho Tribunal Colegiado Auxiliar recibió el asunto y lo registró con el número de expediente 183/2016; y en sesión de dieciocho de enero de dos mil diecisiete, dictó la sentencia correspondiente, en la que determinó revocar la sentencia recurrida para el efecto de que se repusiera el procedimiento
, pues el Juez de Distrito debió de hacer un requerimiento a la quejosa para que, si así lo consideraba, ampliara su demanda de amparo desde que la CNDH informó de la emisión del oficio V2/16352/16, con el que se dejó sin efectos el diverso oficio V2/76039, esto es, debió requerir a la quejosa desde que fue recibido el informe justificado de la autoridad.
SEXTO. Reposición del procedimiento y dictado de la nueva sentencia de amparo. En acatamiento a la resolución del Tribunal Colegiado, el Juez de Distrito requirió nuevamente a la quejosa para que señalara si era de su interés ampliar la demanda de amparo respecto del oficio V2/16352/16, de diecisiete de marzo de dos mil dieciséis, con el que se dejó sin efectos el diverso oficio V2/76039 –mismo que había sido señalado como acto reclamado en su demanda de amparo inicial–
.
En consecuencia, la quejosa amplió su demanda de amparo respecto de dicho oficio
, y esta ampliación fue admitida en acuerdo de diez de marzo de dos mil diecisiete
.
En dicha ampliación de demanda, la parte quejosa alegó, en esencia, que la resolución contenida en el oficio V2/16352/16, contraviene lo dispuesto en los artículos 6 y 16 constitucionales, en relación con el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública –vigente al momento de su emisión–, toda vez que la autoridad responsable omitió aplicar la excepción de reserva de información cuando se trata de una violación grave a los derechos fundamentales, transgrediendo el principio de máxima publicidad y en consecuencia, su derecho a la información. 
Una vez concluidos los trámites correspondientes, el Juez de Distrito llevó a cabo la audiencia constitucional el siete de septiembre de dos mil diecisiete
 y procedió al dictado de la sentencia que terminó de engrosar el veinticuatro de octubre de ese mismo año
; en tal resolución, se determinó sobreseer en el juicio respecto de ciertos actos y conceder el amparo, bajo las consideraciones siguientes:
- El sobreseimiento decretado en el juico versó respecto de los actos reclamados al Presidente, Primer y Segundo Visitadores, todos de la CNDH, consistentes en la expedición de los oficios V2/76039 y V2/16352/16, de veintisiete de octubre de dos mil quince y diecisiete de marzo de dos mil dieciséis, al no ser actos ciertos y haber cesado los efectos del diverso V2/76039.
- El Juez consideró que la CNDH no tomó en cuenta que la información respecto de la cual la quejosa solicitó su acceso íntegro, es susceptible de autorizarse sin supresión de dato alguno, pues el beneficio que trae consigo a la parte quejosa no vulnera los derechos de terceros –resto de las víctimas en el expediente–, ya que figuraron como parte en el procedimiento relativo y, lógicamente, los datos confidenciales ya son de su conocimiento.
En consecuencia, la CNDH, ante la necesidad de proteger y garantizar el derecho de tutela judicial efectiva, debió autorizar el acceso a la información íntegra que obra en el expediente de recomendación 51/2014, derivada del expediente CNDH/2/2014/5390/Q.
- Al suscitarse una tensión entre los derechos fundamentales previstos, por una parte, en los artículos 14 –derecho de defensa– y 17 –tutela judicial efectiva–, y por otra, en el diverso 6 –información reservada o confidencial–, éstos deben ponderarse mediante lo que se conoce como “prueba de daño o interés público”, para evaluar y determinar qué información es preciso desclasificar o develar para hacer funcionales los principios en pugna.
- No obstante, con posterioridad agregó una restricción al acceso íntegro del expediente que había decretado, considerando que la quejosa no podía fotocopiar, fotografiar, escanear o reproducir por cualquier medio, la información ahí contenida, con el fin de que ésta no fuera divulgada o puesta a disposición de terceras personas ajenas a la controversia.

SÉPTIMO. Recursos de revisión y resolución del Tribunal Colegiado. Inconforme con la determinación anterior, la quejosa Clara Gómez González
, la Directora de lo Contencioso de la Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y de Asuntos Jurídicos de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
 –autoridad responsable– y la agente del Ministerio Público de la Federación adscrita al Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en representación de la PGR
, interpusieron sendos recursos de revisión.
Correspondió conocer del asunto al Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, con residencia en la Ciudad de México, quien mediante acuerdo de siete de diciembre de dos mil diecisiete, admitió a trámite los recursos, registrándolos con el número de expediente 571/2017 y ordenando que, una vez integrado el expediente, fuera enviado al Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, para el auxilio en el dictado de la sentencia respectiva
.
Mediante acuerdo de cuatro de enero de dos mil dieciocho
, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito admitió a trámite las revisiones adhesivas
 interpuestas por la quejosa Clara Gómez González.
Una vez recibido el expediente en el Tribunal Auxiliar –quien lo registró bajo su índice con el número 206/2018–, en sesión de cinco de julio de dos mil dieciocho dictó la sentencia correspondiente
, en la que determinó declarar firmes los sobreseimientos decretados por el Juez de Distrito y solicitar a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el ejercicio de su facultad de atracción, al considerar que el asunto presentaba características de interés y trascendencia para el orden jurídico nacional.
OCTAVO. Trámite ante esta Suprema Corte. En sesión de treinta y uno de octubre de dos mil dieciocho, al resolver la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 528/2018
, esta Segunda Sala determinó ejercer dicha facultad para conocer del citado amparo en revisión.

En consecuencia, en acuerdo de veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho, el Ministro Presidente ordenó el registro del asunto con el número de amparo en revisión 998/2018, se turnó el expediente para su resolución al Ministro Eduardo Medina Mora I., se ordenó su envío a la Sala de su adscripción y, finalmente, se ordenó notificar al agente del Ministerio Público de la Federación
.

Por acuerdo de siete de enero de dos mil diecinueve, el Presidente de esta Segunda Sala determinó que ésta se avocaba al conocimiento del asunto y ordenó remitir el expediente a la Ponencia del Ministro correspondiente para la elaboración del proyecto de resolución respectivo
.
Finalmente, cabe señalar que el diecinueve de febrero de dos mil diecinueve, se recibió un escrito de la directora regional de la organización de la sociedad civil denominada “Artículo 19 México”, en el que expone una serie de argumentos en relación con el presente asunto.
CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver este asunto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo; y 21, fracción II, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con lo previsto en los puntos Primero, Segundo, fracción III, y Tercero del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, al haberse ejercido la facultad de atracción, sin que resulte necesaria la intervención del Tribunal Pleno.
SEGUNDO. Oportunidad y legitimación. Estos aspectos no serán materia de análisis por esta Segunda Sala, pues el Tribunal Colegiado auxiliar que previno en el conocimiento del asunto determinó, en su resolución de cinco de julio de dos mil dieciocho, que tanto los recursos de revisión principales como los adhesivos, fueron interpuestos dentro del plazo legal correspondiente y por partes legitimadas para ello.
TERCERO. Aspectos que han quedado firmes. Como cuestión previa al estudio de fondo, se estima conveniente precisar que en la sentencia recurrida, el Juez de Distrito determinó sobreseer en el juicio por lo que hace a los actos que se les reclamó al Presidente, Primer y Segundo Visitadores, todos de la CNDH, consistentes en la expedición de los oficios V2/76039 y V2/16352/16, de veintisiete de octubre de dos mil quince y diecisiete de marzo de dos mil dieciséis, toda vez que éstos fueron negados por dichas autoridades y tal negativa no fue desvirtuada por la parte quejosa.

Asimismo, el Juez de Distrito decretó el sobreseimiento del acto reclamado al Director General de la Segunda Visitaduría General de la CNDH, consistente en la emisión del oficio V2/76039, de veintisiete de octubre de dos mil quince, por haber cesado sus efectos con la emisión del diverso oficio V2/16352/16, de diecisiete de marzo de dos mil dieciséis, pues en este último se determinó que el primero quedaba cancelado.
Ahora bien, respecto de tales sobreseimientos no existió inconformidad alguna de las partes que se hiciera valer en los recursos de revisión interpuestos, por lo que el Tribunal Colegiado auxiliar que previno en el conocimiento del asunto, al emitir la sentencia de cinco de julio de dos mil dieciocho, determinó que dichos sobreseimientos habían quedado firmes. Por tanto, al ya haber sido abordada tal cuestión por el Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, esta Segunda Sala no se pronunciará al respecto.
CUARTO. Metodología en la resolución del asunto. Una vez precisado lo anterior, se debe señalar que por cuestión de técnica y por los argumentos hechos valer en los agravios correspondientes, se procederá a analizar de manera preferente, en un mismo apartado, los recursos de revisión principales interpuestos tanto por la agente del Ministerio Público de la Federación adscrita al Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en representación de la PGR, como por la Directora de lo Contencioso de la Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y de Asuntos Jurídicos de la CNDH –autoridad responsable–, así como los recursos de revisión adhesivos interpuestos por la quejosa Clara Gómez González.
Una vez analizado lo anterior, se abordarán en un apartado distinto los agravios hechos valer por la parte quejosa en su recurso de revisión principal.
QUINTO. Recursos de revisión interpuestos por la CNDH, PGR y revisiones adhesivas de la quejosa. En el único agravio hecho valer por la agente del Ministerio Público de la Federación adscrita al Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en representación de la PGR, se alega en esencia, que si bien el derecho de acceso a la información pública debe regir como una regla general, lo cierto es que éste se encuentra limitado para proteger datos personales; por lo que fue correcto que la autoridad responsable únicamente diera acceso a la quejosa a una versión pública del expediente, pues con esto se salvaguardó información confidencial del resto de las víctimas.

Al respecto, la agente ministerial considera que la respuesta que recibió la quejosa, a través del oficio V2/16352/2016, de diecisiete de marzo de dos mil dieciséis –mediante el cual se deja sin efecto el diverso oficio V2/76039–, fue congruente, pues incluso el artículo 6° constitucional, que prevé el principio de máxima publicidad, establece límites constitucionalmente válidos para restringir el acceso a la información. 

Añade que la información clasificada y la información confidencial son dos figuras diferenciadas en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; no obstante, la resolución de la autoridad responsable protege a ambas figuras de manera tal que no contraviene ni al derecho de acceso a la información ni al derecho a la protección de datos personales.

En el mismo sentido, considera que si bien conforme a lo dispuesto en el artículo 115, fracción I, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, no es posible invocar el carácter de información reservada cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos; lo cierto es que por disposición expresa del artículo 111 de esa misma ley, vinculado con lo expresado en el diverso artículo 11 de ese ordenamiento, cuando un documento contenga partes o secciones confidenciales, los sujetos obligados, al atender a una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública.

Aunado a que, conforme a lo establecido en el artículo 116, segundo párrafo de dicha ley, a la información confidencial “sólo podrán tener acceso los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ellos”; lo que, a su consideración, deriva en que cuando una información pública verse sobre violaciones graves a derechos humanos, la misma no podrá ser reservada, pero si llegase a tener datos confidenciales, sí podrá limitarse su libre acceso y sólo permitirse su consulta a través de una versión pública.

En suma, considera que existía un impedimento legal para otorgar el acceso íntegro al expediente, pues éste contiene información relativa a las investigaciones y procesos penales de los involucrados, misma que configura una información confidencial que no puede ser divulgada por seguridad de los involucrados. 
Este argumento es coincidente con lo alegado en la última parte del segundo agravio hecho valer por la Directora de lo Contencioso de la Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y de Asuntos Jurídicos de la CNDH, en el que señala que lo procedente era que el Juez de Distrito respetara ambos derechos –tanto el de acceso a la información, como el de protección de datos personales–, lo que, a su consideración, se traducía en dar acceso a la víctima que lo solicitó, a una versión pública del expediente para así preservar su derecho de acceso a la información; no obstante, salvar como confidenciales los datos del resto de las víctimas involucradas, pues con esto se respetaría el derecho de protección de datos personales.
A consideración de esta Segunda Sala, los agravios hechos valor por las recurrentes son infundados.

Para establecer lo anterior, debe tenerse presente que esta Segunda Sala, al resolver el amparo en revisión 911/2016
, analizó un asunto en el que la problemática jurídica derivó de la determinación del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, de rechazar la solicitud de una persona para acceder a los nombres de cada una de las víctimas en averiguaciones previas concluidas sobre casos de desapariciones forzadas de personas vinculadas con movimientos sociales y políticos, bajo el argumento sustancial de que dicha información tiene el carácter de confidencial, pues se trata de datos personales que permitirían conocer la identidad de víctimas, además de que su divulgación afectaría la intimidad de éstas y de sus familias.
El Juez de Distrito que conoció del juicio de amparo indirecto que fue promovido en contra de tal resolución, determinó conceder el amparo a la quejosa al considerar que, de acuerdo al artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental –vigente al momento de la emisión de la resolución reclamada–, no podía alegarse el carácter de reservado cuando la averiguación previa investigue hechos constitutivos de graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad.

Al resolver el recurso de revisión que fue interpuesto en contra de tal determinación, esta Segunda Sala estableció que había sido correcta la decisión del Juez de Distrito, pues contrario a lo alegado por la autoridad responsable de ese asunto, tratándose de investigaciones relacionadas con violaciones graves a los derechos humanos y delitos de lesa humanidad, debía prevalecer el principio de máxima publicidad de la información.
Para llegar a tal determinación, esta Segunda Sala consideró que, en materia de derecho a la información pública, la regla general en un Estado democrático de derecho debe ser el acceso y máxima publicidad de la información. Sin embargo, tal regla presenta algunas excepciones, las cuales, por mandato constitucional, deben estar previstas en leyes en sentido formal y material.
Ahora bien, para la resolución de ese asunto, esta Sala determinó que una de estas excepciones es el caso de las averiguaciones previas, cuyo contenido debe considerarse como estrictamente reservado, en términos de lo dispuesto por los artículos 13, fracción V y 14, fracción III, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental –vigente al momento de la emisión de los actos reclamados–.

Sin embargo, esta limitante tampoco puede considerarse como absoluta, pues presenta una excepción, consistente en que, de conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental –vigente hasta el nueve de mayo de dos mil dieciséis–, “no podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad”.

En ese sentido, esta Segunda Sala precisó que si bien las averiguaciones previas deben mantenerse reservadas en atención a que la difusión de la información contenida en ellas podría afectar gravemente la persecución de delitos y, con ello, al sistema de impartición de justicia; lo cierto es que la citada ley previó como excepción a ello, aquellos casos extremos en los cuales el delito perseguido es de tal gravedad que el interés público en mantener la averiguación en reserva se ve superado por el interés de la sociedad en su conjunto de conocer todas las diligencias que se estén llevando a cabo para la oportuna investigación, detención, juicio y sanción de los responsables. 

Al respecto se destacó que cuando la ley de acceso a la información y protección de datos personales vigente en ese tiempo estableció que no podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad, no distingue ni hace excepciones respecto a la exclusión del nombre de las víctimas, sino que presenta una directriz clara e indubitable del acceso a la publicidad de tal información, ante la entidad de las violaciones o delitos implicados que generan un interés de la sociedad para conocer cuál ha sido la conducta estatal respecto a la debida investigación de tales actos.
Para sustentar lo anterior, se destacó lo establecido en la jurisprudencia 54/2008, de rubro: “ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL”
, en la que el Pleno de este Alto Tribunal determinó que el derecho de acceso a la información, tiene un doble carácter: I) como un derecho en sí mismo; y II) como un medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos. En este sentido, el derecho de acceso a la información es la base para que los gobernados ejerzan un control respecto del funcionamiento institucional de los poderes públicos, “por lo cual se perfila como un límite a la exclusividad estatal en el manejo de la información y, por ende, como una exigencia social de todo Estado de Derecho”.
En virtud de lo anterior, se destacó la especial relevancia de permitir el acceso a la información que conste en averiguaciones previas que investiguen hechos que constituyan graves violaciones a derechos humanos o crímenes de lesa humanidad, pues estos supuestos no sólo afectan a las víctimas y ofendidos en forma directa por los hechos antijurídicos, sino que ofenden a toda la sociedad, precisamente por su gravedad y por las repercusiones que implican.

En ese asunto se trajo a colación lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación a que “para que el Estado satisfaga el deber de garantizar adecuadamente diversos derechos protegidos en la Convención, entre ellos el derecho de acceso a la justicia y el conocimiento y acceso a la verdad, es necesario que cumpla su deber de investigar, juzgar y, en su caso, sancionar y reparar las graves violaciones a los derechos humanos”
. 
Asimismo, se destacó la precisión de que “toda persona, incluyendo los familiares de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tienen el derecho a conocer la verdad, por lo que aquellos y la sociedad toda deben ser informados de lo sucedido”
.
Ahora bien, cabe señalar que si bien el precedente resuelto por esta Segunda Sala surgió luego de que el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales negara una petición de acceder a los nombres de las víctimas en averiguaciones previas concluidas sobre casos de desapariciones forzadas, y el asunto que es analizado en la especie se refiere a la negativa de la CNDH a la solicitud de una víctima de violaciones graves de derechos humanos para acceder al respectivo expediente una vez que fue dictada la recomendación respectiva; lo cierto es que el criterio alcanzado en la resolución de dicho asunto es perfectamente aplicable al caso que nos ocupa.
En efecto, esta Segunda Sala considera que la negativa de la CNDH de dar acceso íntegro a una persona a un expediente en el que fueron investigadas violaciones graves a derechos humanos, no sólo transgrede su derecho de acceso a la información, sino que también contraviene este derecho incluso de la sociedad en general, pues el interés público en mantener este tipo de investigaciones en reserva, o incluso el interés del resto de las víctimas de esa investigación de que sus datos se mantengan como confidenciales, se ve superado por el interés de la sociedad en su conjunto de conocer todas y cada una de las actuaciones del Estado violatorias de derechos humanos y el resultado de las investigaciones que se realizaron al respecto. 

Lo anterior, máxime que quien solicitó el acceso al expediente de investigación de violaciones graves no es solamente un tercero con interés en conocer la verdad de lo sucedido, sino que se trata de una víctima reconocida como tal en el propio expediente de investigación.
No obstante, más allá de que quien haya realizado la solicitud formal de acceso íntegro al expediente haya sido una de las víctimas reconocidas en el expediente –lo que incluso potencializa la trasgresión, pues la negativa afecta también la eventual defensa en contra de las actuaciones en el expediente–, lo cierto es que el acceso íntegro al expediente debió de realizarse en atención a la máxima publicidad que se le debe de dar a la información contenida en los expedientes en los que se investiguen violaciones graves a los derechos humanos, pues es de interés general y un derecho de la sociedad el conocer de manera integral no sólo los hechos acontecidos, sino el trato, investigaciones y actuaciones que se llevaron a cabo para la emisión de la recomendación emitida por la CNDH, así como el proceso que se llevó a cabo para el cumplimiento de ésta, o el estatus en el que se encuentra el asunto.
Siguiendo este criterio, el acceso íntegro al expediente se refiere a que no puede reservarse información, documentos o investigaciones, ni ninguna clase de datos, inclusive los relativos a averiguaciones o investigaciones previas –incluyéndose nombres, direcciones y cualquier otra tipo de información que pudiera considerarse “sensible”–; en tanto, se reitera, el interés público en conocer la verdad de los hechos y las investigaciones relativas a violaciones graves de derechos humanos, sobrepasa cualquier criterio relativo a la confidencialidad de información o reserva de datos.
Sentado lo anterior, se reitera que los agravios analizados resultan infundados.
Por otra parte, la Directora de lo Contencioso de la Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y de Asuntos Jurídicos de la CNDH, alega en el primer agravio de su recurso de revisión, que si bien al momento de la emisión del acto reclamado –oficio V2/16352/16– se encontraba vigente la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental –abrogada el nueve de mayo de dos mil dieciséis–, por lo que deberá ser esta legislación la aplicable al caso; lo cierto es que, contrario a lo establecido por el Juez de Distrito, en esta ley no se encontraba prevista la ponderación de la llamada “prueba del daño”, la cual fue introducida, junto con la prueba de interés, hasta la expedición de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública –también el nueve de mayo de dos mil dieciséis–.
Al respecto, la CNDH alega que el Juez de Distrito realizó de manera indebida una ponderación del daño que pudiera causarse si era difundida determinada información de carácter confidencial o reservada, privilegiando la reserva de información prevista en el artículo 6 constitucional, al derecho a la defensa –artículo 14 constitucional– y tutela judicial efectiva –artículo 17 constitucional–; ponderación que, a su consideración, no debía aplicarse, en tanto está prevista en una ley que no le es aplicable.

En el mismo sentido, en la primera parte de su segundo agravio, la autoridad responsable de la CNDH insiste en que fue incorrecto que el Juez de Distrito haya realizado una ponderación entre el derecho de acceso a la información, contemplado en el artículo 6° constitucional, y el derecho a la protección de datos personales, previsto en el artículo 16 constitucional, y haya concluido en privilegiar al primero de estos, bajo la consideración de que sí se le debía de dar acceso íntegro a la quejosa en el expediente de violaciones graves a derechos humanos en el que ésta tiene el carácter de víctima.
Añade que tanto el derecho de acceso a la información, como el de protección de datos personales, poseen el mismo rango constitucional, por lo que resultan “imponderables”, y ninguno puede prevalecer por encima del otro.

A consideración de esta Segunda Sala, los agravios hechos valer por la recurrente resultan infundados.

En efecto, el Juez de Distrito, para llegar a la determinación de que la autoridad responsable debió de dar acceso a la quejosa a la totalidad del expediente, y no únicamente a una versión pública de éste, llevó a cabo un ejercicio de ponderación derivado de la colisión entre derecho de acceso a la información –previsto en el artículo 6° constitucional– y el de protección de datos personales –establecido en el diverso 16 constitucional–, llegando a la conclusión de que en el caso debía privilegiarse al primero de éstos, con la finalidad de transparentar los actos públicos y evitar abusos de poder y que en las investigaciones a violaciones graves a los derechos humanos no sean ocultos y encubiertos los hechos y actores involucrados, precisando que dicha información es indispensable para garantizar una adecuada defensa de las víctimas.
Sin embargo, y contrario a lo alegado por la autoridad recurrente, esta Segunda Sala considera que la ponderación de derechos llevada a cabo por el Juez de Distrito fue realizada en ejercicio pleno de su función jurisdiccional y ejerciendo su labor constitucional como operador jurídico federal, de interpretar el sentido y alcance de los derechos puestos a su consideración; sin que en el caso, dicha ponderación se haya llevado a cabo únicamente por la aplicación de la “prueba de daño” o “prueba de interés público” que fueron implementadas con la entrada en vigor de la actual Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Si bien la exigencia de ponderar tales aspectos, o de realizar las referidas “pruebas”, fue implementada con la entrada en vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública –con posterioridad a la emisión del oficio que es señalado como acto reclamado–, ello no implica que cuando les sean presentados asuntos en los que se encuentre involucrada una colisión de dos o más derechos fundamentales, los juzgadores federales no puedan implementar un ejercicio de ponderación y de análisis interpretativo y armónico de los alcances de los derechos que hayan sido puestos a su consideración.
Esto es, con independencia de que en la legislación de transparencia y acceso a la información se prevean o no mecanismos o “pruebas” para delimitar cuándo se debe privilegiar a una figura u otra; lo cierto es que el Juez de Distrito se encontraba obligado a analizar el planteamiento relativo a la ponderación de los derechos que se encontraban en pugna, lo cual no es sino un aspecto inherente de la función jurisdiccional de los órganos de amparo, aun y cuando la “prueba de daño” que exige la ley reglamentaria, haya sido implementada con posterioridad a la emisión del oficio que se reclamó.
Aunado a lo anterior, también en la resolución del amparo en revisión 911/2016, esta Segunda Sala analizó la problemática jurídica de ese asunto en relación con la aplicación o no de lo dispuesto en un artículo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, normatividad que también se encontraba vigente al momento de la emisión del acto reclamado en el presente asunto y en la cual no se encontraba establecida la figura de “prueba de daño” o “prueba de interés público”; y al respecto, consideró que fue correcto que el Juez de Distrito haya realizado una ponderación de los derechos de acceso a la información y de protección de datos personales, determinando incluso que, en ese caso, debía prevalecer el principio de máxima publicidad de la información.
Esto es, el precedente citado también fue analizado bajo la vigencia de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, normatividad en la que, se reitera, no se encontraba establecida la figura de “prueba de daño” o “prueba de interés público”; sin embargo, tal cuestión no fue impedimento para que esta Segunda Sala determinara que fue correcto que el Juez de Distrito, en ese asunto, haya llevado a cabo la ponderación del derecho de acceso a la información y el derecho de protección de datos personales. 
En consecuencia, esta Segunda Sala reitera que la parte analizada de los agravios hechos valer por la Directora de lo Contencioso de la Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y de Asuntos Jurídicos de la CNDH, en su recurso de revisión, resulta infundada.
Ahora bien, toda vez que esta Segunda Sala ya ha analizado los recursos de revisión interpuestos en representación de la PGR, y por la autoridad responsable de la CNDH, y ha determinado que los agravios hechos valer en estos resultan infundados; procede declarar sin materia los recursos de revisión adhesivos interpuestos por la quejosa, pues estos se encuentran encaminados a combatir los recursos de revisión principales mencionados, por lo que el interés de la parte adherente se encuentra sujeto a la determinación que se adopte respecto de los recursos principales, resultando evidente que como el sentido de la resolución dictada en éstos es favorable a sus intereses, desaparece la condición a la que estaba sujeto el interés jurídico de la quejosa para interponer las adhesiones, por lo que deben declararse sin materia.

En el presente caso, tomando en consideración que esta Segunda Sala consideró que eran infundados los agravios hechos valer por la agente del Ministerio Público de la Federación adscrita al Juzgado Sexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en representación de la PGR, y por la Directora de lo Contencioso de la Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y de Asuntos Jurídicos de la CNDH, es que resulta innecesario el análisis de las revisiones adhesivas antes mencionadas. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 166/2007, de esta Segunda Sala, de rubro: “REVISIÓN ADHESIVA EN AMPARO INDIRECTO. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA SI LA REVISIÓN PRINCIPAL RESULTA INFUNDADA”
.
SEXTO. Recurso de revisión principal interpuesto por la quejosa. Una vez precisado lo anterior, esta Segunda Sala procede al estudio de los agravios hechos valer por la quejosa en su recurso de revisión principal, no obstante, por cuestión de técnica, estos serán analizados en un orden diverso al planteado en el escrito de expresión de agravios.
Cabe señalar que si bien en el escrito respectivo se establece la existencia de un único agravio, lo cierto es que son cuatro argumentos diversos los que se plantean, diferenciándose por incisos, a saber:
En el inciso c) del único agravio, la recurrente alega que la sentencia del Juez de Distrito es incongruente, pues en un principio ésta establece que se le debe permitir el acceso íntegro de la información que conste en el expediente, pues de lo contrario, la administración de justicia no sería eficaz ni completa. Sin embargo, con posterioridad, señala que la información otorgada no debe ser fotocopiada, fotografiada, escaneada o reproducida por cualquier medio.

Asimismo, señala que en un principio el Juez de Distrito estableció que en el caso no se actualizaba alguna de las excepciones para privilegiar el derecho de acceso a la información en favor de la quejosa; no obstante, con posterioridad establece la restricción de reproducción de las constancias del expediente.
Ahora bien, en el inciso a) del agravio, la recurrente alega que la restricción contenida en el considerando octavo de la sentencia, relativa a no reproducir de forma alguna la información contenida en la versión pública del expediente, no encuentra justificación constitucional ni legal, lo que violenta el derecho de acceso a la información contenido en el artículo 6° constitucional así como el principio de legalidad –contenido en los artículos 14 y 16 constitucionales–, pues, insiste, no existe un fundamento jurídico que prevea la restricción impuesta.

En ese sentido, considera que dicha restricción contraviene al principio de acceso a una justicia adecuada, protegido por el artículo 17 constitucional, en tanto el hecho que no pueda tener una copia de lo establecido en el expediente, le impide que pueda implementar una estrategia jurídica para combatir las actuaciones que estime que transgredan sus derechos.

Dicho argumento es coincidente con lo alegado en el inciso d) del único agravio, pues en este señala que el hecho que, en principio, se vea cuartado su derecho de acceso a la información al no poder reproducir la información del expediente que le es puesta a su disposición, también le impide que pueda tener acceso al ejercicio de otros derechos, como es el de una adecuada defensa, acceso a la justicia, y derecho a la verdad, pues está imposibilitada para retener información para su posterior análisis, así como para ampliar y enriquecer la información contenida en el expediente, a fin de buscar una estrategia jurídica para combatir las determinaciones de las autoridades.

Al respecto, considera que la restricción impuesta por el Juez de Distrito hace que el ejercicio a su derecho de acceso a la información pierda su sentido instrumental y lo vuelve inútil para una defensa adecuada.
A consideración de esta Segunda Sala, los argumentos hechos valer por la recurrente resultan fundados y suficientes para modificar los alcances de la protección constitucional.

Lo anterior es así, pues al resolver el amparo en revisión 1163/2017
, esta Segunda Sala analizó lo establecido en los artículos 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 y el diverso 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
, en los cuales fue prevista la obligación para los Estados parte de implementar las medidas de cualquier carácter necesarias para hacer efectivos los derechos humanos, lo que dentro del ámbito judicial significa dotar de un efecto útil a las sentencias protectoras de derechos humanos
. 

Asimismo, la Sala analizó que desde el punto de vista del derecho internacional de los derechos humanos, en el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos fue establecido que “toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o cualquier otro recurso efectivo ante los jueces que lo ampare contra actos que transgredan sus derechos humanos reconocidos en la Constitución, la ley o esa convención”; disposición que en términos similares fue establecida en el artículo 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
. 

Por otra parte, en la opinión consultiva OC-9/97 de seis de octubre de mil novecientos ochenta y siete, la Corte Interamericana se refirió expresamente respecto de la efectividad como atributo del recurso previsto en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

“23. Como ya lo ha señalado la Corte, el artículo 25.1 de la Convención es una disposición de carácter general que recoge la institución procesal del amparo, como procedimiento sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de los derechos fundamentales (El habeas corpus bajo suspensión de garantías, supra 16, párrafo 32). Establece este artículo, igualmente, en términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dispone, además, que la garantía allí consagrada se aplica no sólo respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino también de aquéllos que estén reconocidos por la Constitución o por la ley. De donde se concluye, a fortiori, que el régimen de protección judicial dispuesto por el artículo 25 de la Convención es aplicable a los derechos no susceptibles de suspensión en estado de emergencia.

24. El artículo 25.1 incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales derechos. Como ya la Corte ha señalado, “según la Convención los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (Casos Velásquez Rodríguez, Fairén Garbi y Solís Corrales y Godínez Cruz, Excepciones Preliminares, Sentencias del 26 de junio de 1987, párrafos 90, 90 y 92, respectivamente).” 

Según este principio, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar sus decisiones; por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo injustificado en la decisión; o, por cualquier causa, no se permita al presunto lesionado el acceso al recurso judicial.

25. Las conclusiones precedentes son válidas, en general, respecto de todos los derechos reconocidos por la Convención, en situación de normalidad. Pero, igualmente, debe entenderse que en la implantación del estado de emergencia –cualquiera que sea la dimensión o denominación con que se le considere en el derecho interno- no puede comportar la supresión o la pérdida de efectividad de las garantías judiciales que los Estados Partes están obligados a establecer, según la misma Convención, para la protección de los derechos no susceptibles de suspensión o de los no suspendidos en virtud del estado de emergencia […]”.
En ese sentido, entre otros asuntos, en el caso Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú, sentencia de siete de febrero de dos mil seis, la Corte Interamericana reiteró su jurisprudencia respecto cómo debe entenderse la efectividad del recurso diseñado para proteger los derechos humanos de las personas, en los siguientes términos:
“213. La Corte ha establecido que no basta con la existencia formal de los recursos sino que éstos deben tener efectividad, es decir, deben dar resultados o respuestas a las violaciones de derechos contemplados en la Convención. Al respecto, este Tribunal ha señalado que no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque el órgano jurisdiccional carezca de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar sus decisiones; por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo injustificado en la decisión. Y que ‘la salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del poder público es el objetivo primordial de la protección internacional de los derechos humanos’”.
Por lo que según la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en términos del artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos los medios de impugnación para la defensa de los derechos necesariamente deben dar respuesta y remediar sus violaciones, es decir, ser efectivos; idea que empata con la intención del Constituyente Permanente cuando reformó las disposiciones que regulan el juicio de amparo con el objeto de propiciar las condiciones adecuadas para que los derechos humanos se respeten y se garanticen de forma efectiva.
Finalmente, en cuanto a la concepción del juicio de amparo como un recurso efectivo, esta Segunda Sala aludió a su jurisprudencia 12/2016
, en la que sostuvo que aquel cumple con la característica de efectividad debido a que mediante ese juicio se puede producir el resultado para el que ha sido concebido, es decir, el de ser un medio de defensa que puede conducir a un análisis por parte de un tribunal competente para determinar si ha habido o no una violación a los derechos humanos y proporcionar una reparación de ser el caso. 

Una vez sentado lo anterior, a consideración de esta Segunda Sala los términos en que debe concederse el amparo a la quejosa necesariamente tienen que incluir la posibilidad de reproducir, por cualquier medio, la información contenida en el expediente íntegro en el que se investigaron violaciones graves a derechos humanos y en el que se le concedió la calidad de víctima.

Lo anterior es así pues, por un lado, los efectos de la concesión del amparo en los términos precisados por el Juez de Distrito impiden el ejercicio del derecho humano de acceso a la información tratándose de violaciones graves a derechos humanos, y hace ilusoria la concesión del amparo, pues configura una barrera al principio de máxima publicidad que debe prevalecer en este tipo de investigaciones, lo que significa un contradicción interna de la sentencia en la medida en que la transgresión a ese derecho propició la concesión del amparo.
Por otra lado, el juicio de amparo debe entenderse como un recurso efectivo en términos de la reforma constitucional a las disposiciones constitucionales que lo regulan, la jurisprudencia emitida por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, lo cual implica que ante una violación a un derecho humano se proporcione una reparación efectiva.
En efecto, en la sentencia recurrida el Juez de Distrito determinó conceder el amparo a la quejosa para el efecto de que ésta tuviera acceso íntegro al expediente de la investigación de violaciones graves a derechos, en el que se le reconoció el carácter de víctima, pues consideró que una resolución en sentido contrario haría ineficaz e incompleta la administración de justicia; aunado a que esta determinación atiende al fin perseguido en el artículo 6° constitucional, en relación a transparentar los actos públicos y evitar el abuso de poder y violaciones a derechos humanos, así como que los hechos y actores de las violaciones acontecidas, sean ocultos o encubiertos para la sociedad.

Sin embargo, con posterioridad agregó una restricción al acceso íntegro del expediente que había decretado, considerando que la quejosa no podía fotocopiar, fotografiar, escanear o reproducir por cualquier medio, la información ahí contenida, con el fin de que ésta no fuera divulgada o puesta a disposición de terceras personas ajenas a la controversia.

Dicha restricción es la que, a consideración de esta Segunda Sala, hace ilusoria la concesión del amparo, pues, como ya se ha señalado, configura una barrera al principio de máxima publicidad y acceso a la información que debe prevalecer respecto de los expedientes en los que se investiguen violaciones graves a derechos humanos –como sucede en el caso que es analizado– o delitos de lesa humanidad, lo que significa un contradicción interna de la sentencia que no permite hacer efectiva la concesión del amparo decretada por el Juez de Distrito.

En consecuencia, se reitera que los agravios analizados son fundados y suficientes para modificar los alcances de la concesión del amparo a la quejosa y, toda vez que su pretensión ha sido alcanzada, se estima innecesario el estudio del resto de los agravios hechos valer en su recurso.
SÉPTIMO. Efectos. Debido a la determinación alcanzada, esta Segunda Sala considera que en el caso debe confirmarse la concesión del amparo dictada por el Juez de Distrito, pero por motivos y para alcances diversos, en tanto la autoridad responsable Director General de la Segunda Visitaduría General de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos –o quien actualmente en la CNDH sea responsable de emitir la autorización solicitada– deberá:

1) Dejar sin efectos el oficio V2/16352/16, de diecisiete de marzo de dos mil dieciséis, y emitir uno diverso en el que se autorice el acceso íntegro a la señora Clara Gómez González, y a las personas que para el efecto ella autorice, a las constancias originales, y no únicamente a una versión pública, del expediente CNDH/2/2014/5390/Q del que derivó la recomendación 51/2014, así como a las constancias en que se da seguimiento al cumplimiento de dicha recomendación.
Cabe señalar que el acceso íntegro ordenado por esta Suprema Corte debe entenderse en el sentido de que no debe suprimirse ni reservarse información, documentos, investigaciones, ni ninguna clase de datos, inclusive los relativos a averiguaciones previas –incluyéndose nombres, direcciones y cualquier otro tipo de información que pudiera considerarse “sensible”–.

2) El acceso íntegro al expediente, en los términos precisados en el punto anterior, debe ser otorgado con la posibilidad de que tanto la señora Clara Gómez González, como sus autorizados, puedan reproducir por cualquier medio, ya sea físico o electrónico, la información contenida en las citadas constancias.
Por lo antes expuesto y fundado, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
RESUELVE:
PRIMERO. En la materia de la revisión, se confirma, aunque por razones diversas, la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a Clara Gómez González, para los efectos precisados en el considerando séptimo de la presente sentencia.
TERCERO. Quedan sin materia los recursos de revisión adhesivos interpuestos por la parte quejosa.
Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, devuélvanse los autos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I. (ponente), José Fernando Franco González Salas y Presidente Javier Laynez Potisek.
Firman los Ministros Presidente y el Ponente, con la Secretaria de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA

MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK

PONENTE

MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

SECRETARIA DE ACUERDOS

JAZMÍN BONILLA GARCÍA
En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción XXI, 8º, 23, 24, fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el cuatro de mayo de dos mil quince, vigente a partir del día siguiente, se pública esta versión pública en la cual se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
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� El carácter de víctima también le fue reconocido por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas –CEAV–, en la indagatoria A.P. PGR/SEIDO/UEITA/161/2014, iniciada por la Unidad Especializada en Investigación de Terrorismo, Acopio y Tráfico de Armas de la Subprocuraduría Especializada en Investigación de Delincuencia Organizada de la Procuraduría General de la República.


� Con fundamento en los artículos 1°, párrafos primero, segundo y tercero; 102, apartado B, último párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6°, fracción XV, de la Ley de la CNDH.


� Lo solicitado por la señora Clara Gómez González, en esencia, fue lo siguiente: 


- Transparentar todos los documentos, órdenes y anexos vinculados con la “operación dragón”, en la que se enmarcan la orden general de operaciones y la orden de relevo emitida el once de junio de dos mil catorce.


- No emitir y suspender todas las órdenes que instruyan a las tropas a “abatir delincuentes”, o que en uso de un lenguaje similar, incentiven violaciones graves a los derechos humanos, como la privación arbitraria de la vida. 


- Identificar para su cancelación todas aquellas órdenes de operación que sean contrarias al respeto de los derechos humanos, y que este proceso sea sometido a revisión civil.


- Transparentar cuáles son las medidas de carácter preventivo llevadas a cabo por la SEDENA en la actuación del personal del ejército en las operaciones contra la delincuencia.


� Entre otras cuestiones, la recomendación de la CNDH se enfocó en que la SEDENA:


- Informara el alcance de la orden general de operaciones de la base de operaciones “San Antonio del Rosario” y la orden de relevo y designación de un teniente de infantería.


- Informara sobre la existencia de algún documento de igual o similar naturaleza en el que se reprodujera total o parcialmente el contenido de las mencionadas órdenes de operación.


� Foja 26 del cuaderno de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 27 y 28 del cuaderno de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 84 a 88 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 92 y 93 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Foja 219 del cuaderno del amparo indirecto 360/2016. Cabe señalar que el veintidós de abril de dos mil dieciséis (fojas 188 a 193 del cuaderno del amparo indirecto 360/2016), la quejosa presentó un escrito en que solicitó se le tuviera por ampliada su demanda de amparo, sin embargo, no señaló actos diversos como reclamados.


� Fojas 237 a 261 del cuaderno del amparo indirecto 360/2016. 


� El escrito se tuvo por recibido en acuerdo de cuatro de mayo de dos mil dieciséis (fojas 262 a 264 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016); sin embargo, únicamente se ordenó que se agregara en autos para “los efectos legales correspondientes”.


� Foja 317 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 318 a 328 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 374 a 388 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 389 a 392 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 407 a 439 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 440 y 441 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Foja 676 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 677 a 700 del cuaderno del juicio de amparo indirecto 360/2016.


� Fojas 3 a 21 del cuaderno del recurso de revisión 998/2018.


� Fojas 22 a 42 del cuaderno del amparo en revisión 998/2018.


� Fojas 43 a 72 del cuaderno del amparo en revisión 998/2018.


� Fojas 73 y 74 del cuaderno del amparo en revisión 571/2017 del índice del Tribunal Colegiado.


� Foja 87 del cuaderno del amparo en revisión 571/2017 del índice del Tribunal Colegiado.


� Fojas 81 a 86 del cuaderno del amparo en revisión 998/2018.


� Fojas 108 a 131 del cuaderno del amparo en revisión 571/2017 del índice del Tribunal Colegiado.


� El asunto fue resuelto bajo la Ponencia de la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, siendo aprobado por unanimidad de cinco votos.


� Fojas 99 a 101 del cuaderno del amparo en revisión 998/2018.


� Foja 105 del cuaderno del amparo en revisión 998/2018.


� Bajo la Ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán, en sesión de uno de febrero de dos mil diecisiete, por mayoría de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Presidente Eduardo Medina Mora I. La señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra.





� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, en junio de 2008, página 743.


� Así lo estableció la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia del caso de la masacre de la Rochela vs. Colombia, de 11 de mayo de 2007, párrafo 193.


� Este aspecto fue establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia del caso García y familiares vs. Guatemala, de 29 noviembre de 2012, párrafo 176.


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo: XXVI, septiembre de 2007, página 552.


� Bajo la Ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas, resuelto en sesión de cuatro de julio de dos mil dieciocho, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. (el Ministro Eduardo Medina Mora I., emitió voto con reservas. Ausente la señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos).


� “Artículo 25. Protección Judicial.


1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. […]”.


� “Artículo 2.


1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.


3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que:


a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;


b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial;


c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.


� Al respecto, por ejemplo, véase el caso Mejía Idrovo vs. Ecuador, resuelto en sentencia de cinco de julio de dos mil once por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, párrafos 94 a 96.


� “Artículo 2. […] 


3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar que:


a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrán interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; […]”.


� De rubro: “RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. EL JUICIO DE AMPARO CUMPLE CON LAS CARACTERÍSTICAS DE EFICACIA E IDONEIDAD A LA LUZ DEL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 27, tomo I, en febrero de 2016, página 763.
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